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La paz gremial se
rompió en Tribunales

E
lgobernador cerró las parita-
rias con el resto de los secto-
res estatales, pero en el Poder
Judicial provincial hay protes-

tasdesdeel iniciodelaño.Esunproce-
so con varias aristas. Internas gremia-
les y una pulseada entre el Tribunal
Superior de Justicia y el Poder
Ejecutivo.
Cuando consiguió cerrar todas las

paritarias con los gremios estatales, el
gobernador Martín Llaryora creyó
haber despejado uno de los principa-
les focos de conflicto de su gestión
hasta fin de año. El objetivo era claro:
dejar atrás la discusión salarial para
concentrarseen lagestiónyevitarque
nuevos reclamoscondicionaranel tra-
mo final del año político, previo a las
eleccionesde2027.
Sin embargo, lasmalas noticias lle-
garon desde un lugar que no figuraba
en los cálculos del Centro Cívico: el
Poder Judicial.
Se tratadeunconflictoque transcu-
rre lejos de la exposición pública que
generanunparodocenteounaprotes-
ta en los hospitales, pero que desde el
comienzo del año judicial viene afec-
tando seriamente el funcionamiento
de uno de los tres poderes del
Estado.
Como ocurre casi siempre cuando
se trata de disputas gremiales, el tras-
fondo es económico. Los empleados
judiciales reclaman una recomposi-
ciónsalarialporencimade la inflación,
que les permita retomar el proceso de
equiparacióncon lossalariosde la Jus-
ticia federal.
Pero la particularidad de esta crisis
esque,porprimeravez, también invo-
lucra a magistrados y funcionarios
judiciales, justamente el sector con los
ingresosmás altos del Poder Judicial
provincial.
Desde laAsociacióndeMagistrados
aclaran que no reclaman aumento de
sueldos.Suplanteoapuntaaotracues-
tión: reducir el peso de los descuentos
destinadosa laCajade Jubilacionesya
la obra social Apross, incrementados
durante la gestión de Llaryora
con la sanción de la Ley de Equidad
Jubilatoria.
Aunqueelargumentoseadistinto,el
fondo de la discusión vuelve a ser el
mismo: dinero. Gracias a la reforma
previsional, el Gobierno provincial
redujoeldéficit de laCajade Jubilacio-
nes enalrededorde 12milmillonesde
pesosmensuales.Esemargenfiscales,
precisamente, el que ahora distintos
sectoresde la Justiciapretendenqueel
Ejecutivo utilice para mejorar sus
ingresos.
“Tienenvoluntad,perodicenqueno
tienenplata”, resumióundelegadodel
gremiode los judicialesparaexplicarel

estancamientode lasnegociaciones.
El sindicato que conduce Federico
Cortelletti reclama adelantar los dos
últimos tramosdelacuerdodeequipa-
ración salarial con la Justicia federal,
originalmente previstos para 2027 y
2028. Aunque resulta difícil calcular
con precisión el impacto económico,
la mejora representaría –en prome-
dio– un incremento cercano al 7%,
según la categoría, antes de retomar la
equiparacióncon los federales.
Losmagistrados, encambio, sostie-
nen otro argumento. Según sus cálcu-
los, desde que Llaryora asumió la
Gobernación los descuentos destina-
dos a la Caja de Jubilaciones y a
Aprossaumentaron10puntosporcen-
tuales. Afirmanquepasarondel 22,5%
durante la última gestión de Juan
Schiaretti al 32,5% de la actual admi-
nistración llaryorista.

Unainterna inesperada
La tensión también dejó al descu-
biertounproblemaderepresentación.
Un grupo de jueces y funcionarios
comenzó a organizar protestas públi-
cas sin el aval de la Asociación de
Magistrados. No les agrada que los
definancomo“autoconvocados”, aun-
que el fenómeno guarda similitudes
con loocurridoelañopasadoentre los
empleados judiciales, cuando un sec-
tor desafió a la conducción sindical
antes de terminar incorporándose a la
estructuragremial.
Elprincipal referentedeeseespacio
eselcamaristaWalterSimes, integran-
te de la Cámara Civil de Apelación de
SextaNominación. Desde allí cuestio-
nan la estrategia de la presidenta de la
AsociacióndeMagistrados, la también
camarista del fuero Civil, Silvana
Chiapero.
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PROTESTAS. Los empleados judiciales recibieron fuertes descuentos por los paros.
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En el gremio de los judiciales, ese
proceso terminó ordenándose con el
tiempo. En la Asociación deMagistra-
dos, todavíano.
LasversionesquecirculanenTribu-
nales indicanqueChiaperoySimesse
reunieron esta semana para intentar
bajar la tensión.Elplanteodelcamaris-
ta habría sido que no pretende dispu-
tar la conducción de la entidad ni
construir una interna, sino expresar el
malestar de un sector que siente que
no está siendo representado en este
conflicto.
En ámbitos judiciales circuló una
foto de Cortelletti y Simes juntos que
generó inquietud, tanto en el Tribunal
Superior de Justicia (TSJ) como en el
CentroCívico.

Otrapulseadadefondo
Pero el conflicto tiene una tercera
dimensión, quizá lamás delicada des-
deelpuntodevistapolítico-institucio-
nal: la relación entre el TSJ y el Poder
Ejecutivo.
En el alto tribunal, que preside
DomingoSesin, sostienenque lasalida
pasa por unmayor aporte de recursos
delTesoroprovincial.
Desde el Centro Cívico, responden
con cuestionamientos. Señalan que el
TSJ redujo la tasa de justicia, amplió la
planta de personal y, además, durante
mesesevitódescontar losdíasdeparo
a quienes adhirieron a lasmedidas de
fuerza, algo que el Ejecutivo aplica de
manera sistemática en el resto del
Estadoprovincial.
Finalmente, el Tribunal Superior
aceptó ese planteo y dispuso los des-
cuentos salariales en cuatro tramos
para los trabajadores que participaron
de las huelgas: 24 jornadas de paro en
Capitaly27enel interior.
La decisión comenzó a
impactar ayer. Según cada caso, los
descuentososcilaronentre$200mily
$450mil.
Lamedida terminó de encender los
ánimos en el gremio de los judiciales,
que el próximomartes definirá enuna
asamblea general cómo continuará el
plande lucha.
Antes de esa cita, sin embargo, hay
margen para una nueva negociación.
NosedescartaqueelTSJvuelvaalgre-
miopara intentardesactivarel conflic-
to. Incluso,unaconciliaciónobligatoria
aparece como una alternativa para
ganar tiempo.
Lo que hace apenas unas semanas
parecía un frente completamente
cerrado para el gobernador Llaryora
terminó convirtiéndose en el conflicto
más inesperadode su gestión. Y, para-
dójicamente, estalló en uno de los
ámbitos donde el ruido político suele
escucharsemenos.

Compras
porU$S
2.821
millones
en junio

Una de las preocupaciones del
mercado es la voracidad de los
argentinos por la compra de dóla-
res, máxime cuando se acerca un
período electoral. Esa inclinación
volvió a repetirse en junio, cuando
las personas compraronU$S 2.821
millones. De esta forma, a lo largo
del primer semestre, se quedaron
conU$S16.854millones.
El informe de balance cambia-

rio que ayer publicó el BancoCen-
tral registracompradebilletespara
atesoramiento por U$S 2.015
millonesenelmes,yhubogirosde
divisas al exterior sin fines especí-
ficos por U$S 430 millones. Asi-
mismo, los egresos netos vincula-
dosaservicios (porejemplo,pagos
con tarjetasde turismo)demanda-
ronU$S567millones.
Durante junio, 1,5 millones de
personas físicas realizaron com-
pras brutas de billetes en la plaza
formal por unmonto total de U$S
2.443millones. En contraposición,
aproximadamente 715 mil indivi-
duos vendieronmoneda extranje-
ra por U$S 428millones brutos, lo
quearrojóel saldonetocomprador
deU$S2.015millones.
Respecto del destino de los
U$S2milmillonesnetosoperados
en billetes y divisas sin fines espe-
cíficos durante junio, las estima-
ciones del organismo emisor indi-
canqueU$S800millonessecana-
lizaron hacia depósitos en el siste-
mafinanciero local;U$S500millo-
nes incrementaron la posición de
activos externos de los residentes
(colchón), yU$S 700millones fue-
ron entregados a las entidades
financieras para la cancelación de
saldos por consumos con tarjetas
decréditoenel exterior.

MERCADOS. En el
semestre, la cifra se acerca
a los U$S 17 mil millones.
Es un dato preocupante
para el plan económico
del Gobierno nacional.
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